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El artículo aborda los sistemas de pensiones y los programas de alivio a la pobreza en América Latina. Se trata de dos
componentes de la protección social que revelan cómo las mujeres en muchos casos son incluidas en esta, a partir de su
rol de cuidadoras no remuneradas. Al mismo tiempo, es precisamente este papel el que dificulta una mejor posición de
las mujeres en el mercado laboral, la que a su vez resulta determinante para su acceso y permanencia en el mismo
sistema de protección social, concretamente en los sistemas previsionales de pensiones y de salud.
Palabras clave: protección social, pobreza, género, pensiones, cuidado no remunerado.
O artigo aborda os sistemas de aposentadorias e os programas de alívio da pobreza na América Latina. Trata-se de
dois componentes da proteção social que revelam como as mulheres em muitos casos são incluídas a partir de seu papel
de cuidadoras não remuneradas. Ao mesmo tempo, é precisamente este papel o que dificulta uma melhor posição das
mulheres no mercado de trabalho, a que por sua vez resulta determinante para seu acesso e permanência no mesmo
sistema de proteção social, concretamente nos sistemas previdenciários de aposentadorias e saúde.
Palavras-chaves: proteção social, pobreza, gênero, aposentadorias, cuidado não remunerado.
The article deals with the pensions’ systems and the poverty’s programs in Latin America. Both are elements of social
protection that reveals the way of the women are included because of their role inside the non paid care economy. At the
same time, this role makes difficult one better position of the women in the labor market, which is determining for their
access and permanence to the same social protection, specifically to the pensions funds and health systems.
Key words: social protection, poverty, gender, pensions funds, non paid care
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La población de América La-
tina está envejeciendo, aunque en
muchos países aún no se perciben
los efectos de este fenómeno debi-
do a que experimentan un bono
demográfico, producto de un pasa-
do reciente de alta fecundidad. Sin
embargo, la transición demográfi-
ca avanza y parece no haber meca-
nismos para abordar la nueva
estructura de edades de la pobla-
ción, que conlleva un perfil distinto
de dependientes y nuevas necesi-
dades en materia de salud.
El empleo es un
bien escaso y los con-
tratos laborales típicos
e indefinidos están pa-
sando de ser la regla a
la excepción. En los
mercados de trabajo la
informalidad se masi-
fica y feminiza, sin ser
recogida por los siste-
mas previsionales. Estos
procesos se experimen-
tan en un contexto de
pobreza y de desigual-
dades sociales y de




social que sean universales, solida-
rios, eficientes y sostenibles.
La Cepal considera como com-
ponentes de la protección social: los
sistemas de salud previsional, los
seguros de desempleo, los progra-
mas de alivio a la pobreza y los sis-
temas de pensiones1. Este artículo
tratará los dos últimos componen-
tes en sus relaciones con el trabajo
de cuidado no remunerado, debi-
do a que la Unidad Mujer y Desa-
rrollo de la Cepal cuenta con
abundantes estudios que aportan
evidencia empírica y nuevos abor-
dajes conceptuales sobre las des-
igualdades de género en estas áreas






Una primera vinculación entre
el cuidado y los sistemas de protec-
ción social resulta evidente, ya que
estos constituyen una forma de cui-
dado indirecto; pero para más de
la mitad de la población, las muje-
res, la conexión resulta más com-
pleja y acarrea consecuencias
negativas para el ejercicio de una
serie de derechos.
La relación de las mujeres con los
sistemas, primero de seguridad social
y ahora de protección, ha estado
mediatizada por el rol de cuidadoras
que se les continúa asignando. En
diferentes épocas de la historia, los
sistemas societales de cuidado han
distribuido las responsabilidades de
cuidado de la niñez, de la anciani-
dad y de las personas enfermas entre
el Estado, el mercado, la sociedad
civil y las familias; pero éstas últimas
siempre han absorbido una importan-
te porción de este trabajo. Como es
de suponer, son las mujeres quienes
en el interior de los hogares se hacen
cargo de estas tareas, y asumen tam-
bién gran parte de las mismas en el
voluntariado, otras organizaciones de
la sociedad civil y, de manera remu-
nerada, en el Estado (Giménez,
2003).
Es exactamente por
su función de cuidado-
ras que se les reconoce
a las mujeres el acceso
a los derechos sociales
en general y a las pres-
taciones de la previsión
social en particular, de-
terminando su doble
relación con el cuida-
do: fueron acreedoras
del derecho al cuidado
precisamente por ser
las encargadas de pres-
tarlo. Esta relación per-
siste, a pesar de las
reformas estructurales
realizadas en materia
de previsión social, y
penetra también los programas de
alivio a la pobreza llevados a cabo
en varios países de la región desde
fines de los años noventa.
El trabajo de cuidado que rea-
lizan las mujeres de manera no re-
munerada está subsidiando a los
sistemas de protección social. Ellas
se encargan de lo que debería ser
una responsabilidad social y, por
tanto, materia de cobertura previ-
sional. Y aquí se presenta otra fa-
ceta de la especial relación de las
mujeres con la protección social, ya
Mujer Nasa, por la “liberación de la madre tierra”, resguardo Huellas, Caloto, Cauca.
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que su rol de cuidadoras perjudica
su situación previsional. En efecto,
la asignación de las tareas domésti-
cas, de crianza y de cuidado a las
mujeres como responsables casi ex-
clusivas, determina sus condiciones
en el mercado laboral y marca su
situación previsional.
Las mujeres reparten su tiempo
según la tajante división entre el
mundo público y el privado. Las
que están en ambos, tienen que
conciliar. No se trata, por tanto, de
una elección. La obligación de las
mujeres de optar, de hacer renun-
cias en una de estas esferas, restrin-
ge su libertad en un contexto en el
que la maternidad continúa sin con-
cebirse como una responsabilidad
social, a pesar de las estipulaciones
de convenciones internacionales en
esta materia (Marco y Rico, 2005).
Es necesario abrir el debate so-
bre un tema que hasta hace poco
parecía claro e incuestionable: los
hombres a la producción y las mu-
jeres a la reproducción. El modelo
entró en crisis y, sin embargo, las
políticas siguen en gran medida
pensadas para familias nucleares
patriarcales, con padres proveedo-
res y madres que trabajan en el in-
terior del hogar o en jornada parcial
(Olavaria y Céspedes, 2002).
Los programas y disposiciones
legales para que mujeres y hom-
bres puedan conciliar las respon-
sabilidades familiares, el trabajo
doméstico y el remunerado son
escasos: se limitan a determinada
población objetivo (cuidado para
hijos/as de jefas de hogar, mujeres
de escasos recursos) y, por lo ge-
neral, se destinan a las trabajado-
ras, operando el supuesto de que
son ellas quienes deben conciliar,
por ser las responsables del traba-
jo doméstico y del cuidado de los
hijos/as. Las medidas adoptadas se
refieren a la obligación de las em-
presas de tener sala-cunas –en casi
la totalidad de los casos en función
del número de mujeres empleadas,
con la excepción de Ecuador y
Paraguay– y centros o programas
de cuidado infantil. Menos fre-
cuentes aún son las licencias para
el cuidado de hijos/as enfermos
(sólo en Chile y en Cuba, además
de la licencia por “calamidad do-
méstica” para los funcionarios de
Ecuador y de la licencia por enfer-
medad de hijos u otras personas
bajo cuidado o custodia también
para el sector público en Puerto
Rico). Igualmente escasas son las
licencias para trabajadores hom-
bres por nacimiento de un hijo/a
(Argentina, Brasil, Chile y Colom-
bia, mientras que en Uruguay y
Puerto Rico son para funcionarios.
La figura de la excedencia2 para el
cuidado de hijos/as sólo figura en
un país (Argentina) y está desti-
nada exclusivamente a las traba-
jadoras (Marco y Rico, 2005)3.
Como se aprecia, se está lejos
de concebir el cuidado y la crian-
za como responsabilidades socia-
les, puesto que es muy poca la
porción de dicha responsabilidad
que asumen las empresas y los es-
tados. Los escasos avances están
destinados a que las mujeres con-
cilien su vida laboral con la fami-
liar. ¿Pero queremos las mujeres
conciliar? Lo que queremos es una
organización distinta del mercado
laboral, del trabajo dentro de la
familia y de los servicios públicos.
No queremos tener que conciliar,
ni ser el espacio de ajuste de dos
espacios opuestos: queremos que
dejen de ser opuestos.


 Varios países de la región es-
tán llevando a cabo programas de
alivio a la pobreza, entre ellos: Bolsa
Familia y Hambre cero en Brasil;
Bono de Desarrollo Humano en
Ecuador; Jefes y Jefas de Hogar en
Argentina; Oportunidades en
México y Chile Solidario en Chile
(Serrano, 2005).
La intención de este acápite no
es caracterizar los programas y me-
nos evaluarlos, sino presentar algu-
nos elementos comunes que dan
cuenta de la persistencia de un siste-
ma de género del cual las políticas
públicas son parte y que, en este caso,
lejos de fomentar una redistribución
de las responsabilidades de cuidado,
refuerza su atribución a las mujeres.
Se trata de programas focalizados de
transferencias monetarias con amplias
coberturas. Siete millones de familias
beneficiarias en Brasil y cinco en
México, son coberturas no vistas an-
tes en los programas gubernamenta-
les de la región.
Los resultados han sido positivos
en términos de acceso a servicios,
básicamente de salud y educación,
lo que se ha conseguido mediante
subsidios a la demanda, ya que no
inciden sobre la oferta de estos ser-
vicios (Serrano, 2005). Si bien la
mejora de la calidad de la salud y la
educación no son materia de los
programas de alivio a la pobreza, por
lo que resultaría inapropiado hacer-
les requerimientos en este sentido,
sí podría pensarse en los impactos
positivos de su articulación con las
políticas sectoriales y locales.
En los hechos, estos programas
han venido actuando como palia-
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tivo frente a las deficiencias de
otros componentes del sistema de
protección social. Es debido al
éxito en este cometido y por los
compromisos presupuestales rela-
tivamente bajos que han signi-
ficado, que está surgiendo el
argumento de que resultaría más
eficiente invertir en estos progra-
mas que en los sistemas previ-
sionales, sin plantearse siquiera la
posibilidad de reformar estos úl-
timos. El peligro de estas pro-
puestas radica en que propugnan
substitución en lugar de com-
plementariedad4.
En la misma di-
rección se advierte
que los objetivos de
la seguridad social se
han subsumido a las
posibilidades de fi-
nanciamiento, siendo
estas el principal ar-
gumento para impe-
dir modificaciones en
las reformas ya ope-
radas, lo que contras-
ta con el hecho de
que, en su momento,
hubo fondos para
esas costosísimas re-
formas; pero no para
las prestaciones. De ahí que apa-
rezca un interrogante central con
respecto al futuro de la política y
la protección social en la región:
¿se logrará instalar una dinámica
política interna en donde las de-
cisiones en materia de gasto pú-
blico social surjan de procesos
políticos democráticos y en la que
la valoración final de la función
del Estado en esta materia sea
directamente dependiente de las
necesidades y preferencias de los
ciudadanos y ciudadanas? (Pau-
tassi, 2005:10-1).
a) El cuidado como vía de
acceso de las mujeres
Los beneficios que otorgan los
programas de alivio a la pobreza de-
penden del cumplimiento de una se-
rie de requisitos, pensados para
beneficiar a la familia destinataria, so-
bre todo a la niñez. Se trata entonces
de transferencias condicionadas.
Las receptoras son las mujeres,
ya sea por disposición expresa o
porque así se ha venido ejecutan-
do el programa en la práctica. Son
ellas también quienes deben cum-
plir los requisitos de asistencia a
campañas de vacunación, talleres
de salud y de nutrición, asegurar el
acceso de los hijos e hijas a la es-
cuela, al igual que un porcentaje de
asistencia a la misma. Como se
aprecia, todas las condiciones están
relacionadas con el bienestar fami-
liar y las mujeres aparecen como las
exclusivas encargadas del mismo;
por ello, son las receptoras.
La recepción de las transferen-
cias por parte de las mujeres ha sig-
nificado, en muchos casos, para
ellas, mayor control sobre la econo-
mía familiar y más espacios de
interacción, derivados sobre todo
del proceso de cobro del beneficio.
En ese sentido, se habla de un
empoderamiento femenino no pla-
nificado por los programas, que apa-
rece como una externalidad positiva
de los mismos. Pero la recepción del
beneficio y los requisitos asociados,
también han implicado una recarga
en el tiempo de las mujeres, a la vez
que se apoyan en la división sexual
del trabajo y fortalecen la imagen
de la mujer como “ser










prestación a su trabajo
no remunerado de cui-
dado. Sin embargo, el
análisis de los progra-
mas sugiere otra cosa.
En algunos casos, está
claro que el cobro de estas presta-
ciones por parte de las mujeres no
responde a un reconocimiento sino
a su instrumentalización, en virtud
de que serían mejores administra-
doras de los recursos y los des-
tinarían a mejores usos que los
hombres. Pero hasta en el mejor de
los supuestos, de que esta transfe-
rencia sea un reconocimiento, ¿por
qué no apuntar también a la redis-
tribución del cuidado?
La incorporación del enfoque
de género en las políticas públicas
Resguardo Caño Mochuelo, niñas Sikuani, Casanare, 2005. Foto Comunicaciones ONIC.
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es producto de procesos muy com-
plejos y variables, que se van desa-
rrollando de diversas maneras según
quienes van siendo los actores
(Rico, 2000: 200). Esta compleji-
dad va de la mano con extensos pe-
ríodos y, en muchas ocasiones,
resultados a largo plazo. Sin embar-
go, es posible adoptar medidas sim-
ples que no afectan ni la estructura
ni la intencionalidad de los
programas de alivio a la po-
breza y que podrían tener
impactos positivos en la
redistribución del cuidado a
mediano plazo. En este sen-
tido podría modificarse la
condicionalidad de los be-
neficios, para exigir a los
hombres su asistencia a las
campañas de vacunación,
controles de salud de los hi-
jos e hijas, talleres de nutri-
ción y reuniones escolares.
Medidas como las mencio-
nadas no sólo significarían
una liberación del tiempo de
las mujeres, sino que, ade-
más, enviarían un mensaje
sobre la responsabilidad
masculina en el bienestar fa-
miliar y, por ello, represen-




Ya a fines de los años noventa,
habiendo evaluado esta década, se
constataba la necesidad de políti-
cas y programas que consideren la
situación específica de las adultas
mayores, tomando en cuenta tanto
los problemas metabólico-dege-
nerativos particulares de su consti-
tución biológica y los psicológicos
derivados de la falta de reconoci-
miento social, como el hecho de
que la incidencia de la pobreza y la
jefatura de hogar era mayor en las
ancianas, al igual que su situación
de dependencia (Rico, 2000: 185).
La necesidad de políticas como
las mencionadas sigue vigente y se
hace aun más patente frente al
agravamiento de los problemas de
cobertura y de suficiencia de las pres-
taciones de los sistemas de pensiones,
así como de las desigualdades al res-
pecto entre mujeres y hombres, que
se derivaron de las reformas estruc-
turales realizadas en este componen-
te de la protección social en varios
países de América Latina5.
Los estudios evidencian que las
reformas de pensiones: reproducen
las diferencias del mercado laboral;
incorporan fórmulas de cálculo de
las pensiones que implican una dis-
criminación expresa contra las mu-
jeres, las que en varios países se
agravan con la menor edad de
jubilación de éstas; excluyen a quie-
nes se dedican al trabajo repro-
ductivo, es decir, alrededor del 60%
de las mujeres, convencionalmen-
te consideradas inactivas, no tiene
acceso a las pensiones o se encuen-
tra a expensas de recibir una
pensión de viudez o asis-
tencial en los países donde
ésta existe. Como resultado,
las mujeres obtienen pensio-
nes inferiores a las de los
hombres y, a pesar de que
son la mayoría de la pobla-
ción adulta mayor, están sub
representadas entre los per-
ceptores de pensiones (Mar-
co, 2004).




Las reformas de pensio-
nes fueron diseñadas para un
determinado perfil de ciuda-
dano: hombre, urbano, tra-
bajador dependiente del
sector formal de la econo-
mía, con contrato indefini-
do e ingresos suficientes y
regulares que le permitan continui-
dad y densidad en las cotizaciones.
Las mujeres figuran en muchos ca-
sos como dependientes, cargas o be-
neficiarias de un trabajador hombre
titular. Precisamente por ser cui-
dadoras, al igual que en los sistemas
predecesores de la capitalización
individual, y a pesar del cambio de
paradigmas que implicaron las re-
formas6, la relación de las mujeres
con la protección social sigue
mediatizada por el cuidado, que se
Encuentro de mujeres indígenas, mujer Nasa: “... contra la desligitimación
de las autoridades indígenas”. Foto Comunicaciones ONIC.
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mantiene sin ser reconocido ni
redistribuido. De ahí que persista
la noción de una ciudadanía social
subordinada de las mujeres.
Para las mujeres que acceden al
sistema de pensiones “por derecho
propio”, es decir, por ser trabajadoras
remuneradas, los problemas no des-
aparecen. Primero, porque no se
las exime del trabajo de
cuidado, de crianza y do-
méstico que sigue determi-
nando su situación laboral.
Como es sabido, las traba-
jadoras están sobre repre-
sentadas en las categorías
ocupacionales que tienen
menos oportunidades de
acceder y permanecer en el
sistema previsional, como
son las de servicio domés-
tico, familiares no remune-
radas y cuenta propia.
Además está la discrimi-
nación salarial que deter-
minará el monto de sus
pensiones y la utilización
de tablas de mortalidad di-




En la legislación pre-
visional se constatan clara-
mente las diferencias de género
mencionadas, las cuales aparecen
como un dato de la realidad que
no se pretende ni puede cambiar.
Por lo tanto, la división sexual del
trabajo que conduce a la sobrecar-
ga de responsabilidades familiares
que recae en las mujeres, los efec-
tos de esta división sobre la inser-
ción laboral, la discriminación
salarial de que son objeto y aun su
mayor expectativa de vida figuran
como rasgos de vulnerabilidad que
se reproducen o agudizan, pero que
no se pretende corregir (Montaño,
2004: 19).
b) Algunas sugerencias para el
reconocimiento del trabajo de
cuidado
Las propuestas para una refor-
ma de las reformas son variadas y
van desde las sistémicas, que impli-
can un cambio de lógica de la ca-
pitalización individual para adoptar
modalidades que en su esencia sean
solidarias, hasta propuestas especí-
ficas que pueden ser adoptadas, aun
manteniendo la estructura de los sis-
temas vigentes, para subsanar al-
gunas de las desigualdades que
provocan. Aquí se tratarán tan sólo
aquellas relacionadas con el reco-
nocimiento del trabajo de cuidado
no remunerado.
Para las mujeres que están en el
mercado laboral deberían adop-
tarse medidas de acción positiva. En
ese sentido puede establecerse un
número menor de cotizaciones,
como se hace en Costa Rica ante
el caso de jubilación anticipada, o
menos años en el sistema como su-
cede en Brasil para la jubilación por
tiempo de contribución. Esta clase
de iniciativas son un trata-
miento diferenciado que
compensa, en parte, las des-
igualdades del punto de
partida, además de ser un re-
conocimiento del trabajo de
cuidado.
Para quienes están fuera
del mercado laboral y se de-
dican a los trabajos de cui-
dado, crianza y domésticos
cabe la opción de prestacio-
nes específicas no contribu-
tivas, las llamadas pensiones
para las amas de casa. Se es-
pecifica el carácter no con-
tributivo, pues alternativas
como el aporte del marido o
pareja establecen una nueva
forma de dependencia. El
financiamiento de estas pen-
siones depende del esquema
previsional de que se trate.
Bajo la modalidad de capi-
talización individual, donde
rige el principio de equivalencia y
cada persona recibe una prestación
de acuerdo con su contribución y
no hay transferencias cruzadas, es-
tas pensiones tendrían que ser mar-
ginales al sistema y financiadas con
impuestos.
Asimismo, está la propuesta de
las pensiones universales que se
enmarcan en el debate del ingreso
ciudadano7, que se prefiere deno-
minar universales para incorporar
Minga Embera-Catío, Eje Cafetero, hacia Manizales, 2005, “... porque el
gobierno cumpla sus compromisos legales”. Foto Comunicaciones ONIC.
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a los migrantes (Paganini, 2002). Si
todas las personas mayores tienen
derecho a una pensión, aquellas
que realizan trabajos de forma no
remunerada y se hacen cargo de
una gran necesidad social también
quedan cubiertas.
Las formas de llevar a cabo una
pensión universal pueden ser varia-
das. Administración pública y finan-
ciamiento con impuestos generales;
combinación de financiamiento pú-
blico y privado con cotizaciones di-
ferenciadas en función del área de
residencia, grupo de in-
greso y categoría ocu-
pacional, entre otros
criterios, que sean mo-
vibles dependiendo de
la permanencia de las
personas en el grupo de
que se trate (Paganini,
2002; Pautassi, 2005).
Otra propuesta es
la de incorporar los in-
gresos acumulados en
el fondo de pensiones
al régimen de ganan-
cialidad. De manera
que, ante el divorcio o
ruptura de la unión de
hecho, los fondos acu-
mulados por ambos cónyuges pasan
a ser considerados bienes ganancia-
les (en una masa común) y, por tan-
to, posibles de ser divididos en
partes iguales al momento del di-
vorcio y la partición, después de lo
cual se reconstituirían los fondos in-
dividuales de aportes de cada par-
te. En este caso, se trata de una
reforma en la legislación civil o fa-
miliar según los países. De igual
modo, se podría establecer la com-
patibilidad entre la pensión de
viudez y la propia hasta un deter-
minado nivel de ingresos, de ma-
nera que haya una compatibilidad
total y después de cierta cuantía:
una compatibilidad parcial, por
ejemplo, del 60 % de la pensión de
viudez (Pautassi, 2005). Estas me-
didas estarían destinadas a todas las
mujeres adultas, con independen-
cia de su pertenencia al mercado
laboral, pues todas contribuyen con
su trabajo reproductivo al patrimo-
nio de su pareja y a su mejor inser-
ción laboral.
Por último, cabe destacar otras
buenas prácticas. El reconocimiento
del valor social y económico del tra-
bajo reproductivo a nivel constitu-
cional en Ecuador y Venezuela, así
como una reciente enmienda cons-
titucional de Brasil, más avanzada y
cuya puesta en práctica está en
discusión en el Congreso. Dicha
enmienda establece que quienes tra-
bajen de forma no remunerada en sus
hogares y se encuentren bajo la línea
de pobreza, tendrán derecho a las
prestaciones de la seguridad social.
La medida ya tenía antecedentes,
puesto que, desde la Constitución
Federal de 1988, las personas que la-
boran en el área rural gozan de una
pensión mínima garantizada, justa-
mente en virtud de la contribución
de su trabajo al desarrollo económi-
co y social del país, que no siempre
se refleja en una remuneración o en
ingresos suficientes.
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La asignación casi exclusiva del
trabajo de cuidado no remunerado a
las mujeres sigue siendo una de las
causas de la discriminación laboral,





partidas, es muy poco






de mujeres y hombres
en esta materia y que
proporcionen facili-
dades para el cuidado
de niños/as y ancianos/
as a trabajadores de
ambos sexos.
Es cierto que no se puede car-
gar toda la responsabilidad a la pro-
tección social y que, en el ámbito
del mercado de trabajo, deben ha-
cerse los mayores esfuerzos para
mejorar la situación de las mujeres;
pero no es menos cierto que los sis-
temas de protección social y los
actores involucrados pueden y de-
ben corregir las discriminaciones. Es
preciso atacar el punto de partida
y, para ello, las políticas educati-
vas, de capacitación y de familia
son muy importantes. Sin embargo,
Minga del 12 de octubre de 2005, Bogotá: “Territorio, unidad, cultura y autonomía”.
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es imprescindible integrar en las po-
líticas de protección social una di-
mensión de acción positiva que
corrija los efectos discriminatorios,
que se expresan en el acceso y en
la situación diferenciados de las
mujeres en estos sistemas (Monta-
ño, 2004: 27).
Para mirar la protección social
a futuro y evaluar las iniciativas que
se manejen para su mejora, la dis-
tinción entre políticas compen-
satorias y aquellas que ayudan a
construir y fortalecer ciudadanía es
clave. En el caso de las mujeres, el
fortalecimiento de una ciudadanía
plena pasa obligatoriamente por el
reconocimiento del valor social y
económico del trabajo reproduc-
tivo, que incluye el de cuidado, y
su redistribución. Esto, a su vez,
implica concebir este trabajo efec-
tivamente como una responsabili-
dad social, que, en tal calidad, debe
ser asumida no sólo por hombres y
mujeres sino por los sistemas de
protección social.
"
1 Dada la importancia de estos sistemas, la
Cepal los abordó en el período de sesio-
nes de marzo de 2006 en Montevideo.
Por lo mismo, y además debido a que las
oficinas de la mujer hacen el esfuerzo
constante de incorporarse a la corriente
principal de la problemática social y de-
cisiones políticas, la XXXVIII Mesa Di-
rectiva de la Conferencia Regional sobre
la Mujer de América Latina y el Caribe
también se dedicó a este tema. Más in-
formación sobre esta instancia interguber-
namental puede encontrarse en http://
www.cepal.org/mujer
2 La excedencia es un permiso, generalmen-
te no remunerado como en el caso de Ar-
gentina, con resguardo del puesto de tra-
bajo. En la legislación laboral comparada,
sobre todo europea, la excedencia se da por
motivo de estudios, servicio militar o cui-
dado de hijos/as. Terminada la actividad
que motivó la excedencia, el empleador tie-
ne la obligación de reintegrar al trabajador
en su antiguo puesto de trabajo.
3 Los países considerados son: Argentina,
Barbados, Brasil, Chile, Colombia, Costa
Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, Guate-
mala, Honduras, México, Panamá, Para-
guay, República Dominicana, Puerto Rico
y Uruguay sobre la base de información
proporcionada por los gobiernos en el
marco de la encuesta sobre políticas y pro-
gramas dirigidos a mejorar la situación la-
boral de las mujeres, fomentar el empleo
femenino y asegurar una mayor equidad
de género en el mercado de trabajo, di-
ciembre de 2003 y actualizaciones poste-
riores. Proyecto Cepal/GTZ “Políticas la-
borales con enfoque de género”.
4 En la revista The Economist, corres-
pondiente al 17-23 de septiembre de
2005, se encuentra una muestra de
estas propuestas.
5 Chile (1981), Perú (1993), Argentina
(1994), Colombia (1994), Uruguay
(1996), Bolivia (1997), México (1997),
El Salvador (1998), Costa Rica (1998-
2000), República Dominicana (2003-
06) y Nicaragua (2004).
6 Se sostiene que las reformas previsionales
implicaron un cambio de paradigmas por-
que se pasó de los sistemas de reparto y
beneficio definido, que eran de adminis-
tración estatal, inspirados en los princi-
pios de solidaridad, universalidad y sufi-
ciencia de las prestaciones, a los sistemas
de capitalización individual y contribu-
ción definida, de administración priva-
da, basados en los principios de equiva-
lencia (entre aportes y beneficios) y libre
competencia, donde cada persona aho-
rra en función de sus posibilidades y es
responsable de su futuro. Como es de
esperar, los supuestos sobre el funciona-
miento de la economía y el mercado la-
boral, así como sobre el rol del Estado en
estos, también difieren.
7 La propuesta del “ingreso ciudadano”
plantea la necesidad de reformular el sis-
tema de políticas públicas, dando priori-
dad a la distribución de un ingreso básico
y en dinero a todas las personas de forma
incondicional. Como el origen de este
derecho es el estatus ciudadano, no está
condicionado a ninguna calidad, nivel de
ingresos, ni posición familiar. Las perso-
nas lo recibirían porque son ciudadanas y
en este sentido se diferencia del salario
(que corresponde a la calidad de trabaja-
dor), de las transferencias de los progra-
mas de alivio a la pobreza (que se dan en
función del nivel de ingresos y general-
mente de la posición de jefes de familia) y
de otras fuentes de ingresos como las jubi-
laciones, los seguros de desempleo, etc.,
en: Rubén Lo Vuolo (2002).
#$%
GIMÉNEZ, Daniel, 2003, Género, previsión
social y ciudadanía social en América La-
tina, Serie Mujer y Desarrollo, No. 46,
Santiago de Chile, Cepal.
LO VUOLO, Rubén, 2002, ¿Ingreso ciudada-
no?, Centro Interdisciplinario para el
Estudio de Políticas Públicas (CIEPP),
en: <www.ciepp.org.ar> (mimeo).
MARCO, Flavia y María Nieves Rico, 2005,
Políticas ausentes y programas residuales.
Iniciativas para las trabajadoras de América
Latina, versión preliminar, Santiago de
Chile, Unidad Mujer y Desarrollo, Cepal.
MARCO, Flavio, 2004, “Rasgos generales de
los sistemas previsionales de capitaliza-
ción individual y de sus contextos labo-
rales y demográficos”, en: Flavio Marco
(coord.), Los sistemas de pensiones en
América Latina: un análisis de género,
Cuadernos de la Cepal, No. 90, Santia-
go de Chile, Cepal.
MONTAÑO, Sonia, 2004, “La agenda femi-
nista y las reformas de los sistemas de
pensiones en América Latina”, en: F.
Marco, Los sistemas de pensiones en Amé-
rica Latina: un análisis de género, Cua-
dernos de la Cepal, No. 90, Santiago de
Chile, Cepal.
OLAVARIA, José y Catalina Céspedes (eds.),
2002, Trabajo y familia ¿conciliación?
Perspectivas de género, Santiago de Chi-
le, SERNAM / FLACSO / CEM.
PAGANINI, Mario, 2002, Financiamiento de
lo inestable, Santa Fe, (mimeo).
PAUTASSI, Laura, 2005, “¿Bailarinas en la
oscuridad? Seguridad social en América
Latina en el marco de la equidad de gé-
nero”, documento presentado en la
XXXVIII Mesa Directiva de la Confe-
rencia Regional de la Mujer de América
Latina y el Caribe, Mar de Plata, Cepal,
7 y 8 de septiembre.
RICO, María Nieves, 2000, Las mujeres chi-
lenas en los noventa. Hablan las cifras,
Libros de la Cepal, No. 57 Santiago de
Chile, Cepal / SERNAM.
SERRANO, Claudia, 2005, La política social en
la globalización. Programas de protección en
América Latina, Serie Mujer y Desarrollo,
No. 70, Santiago de Chile, Cepal.
